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TUTELA – PETICIÓN – ENTREGA DE VEHÍCULO – ASPECTOS ECONÓMICOS – NO SE PROBÓ PERJUICIO IRREMEDIABLE – NO HAY ORDEN DEL JUEZ COMPETENTE QUE ORDENÓ LA INMOVILIZACIÓN DEBIDAMENTE NOTIFICADA - REVOCA – NIEGA – “Si bien la entidad accionada refirió que se adelantan las gestiones del caso para la debida y completa atención demandada, no puede perderse de vista que desde hace varios meses, el actor ha estado a la espera de ella, sin resultados positivos, pues la sola mención de que se surten esos trámites es insuficiente, más aún si se desconoce cuándo con se realizará el procedimiento. 

Así que se avizora el resquebrajamiento de los derechos fundamentales a la salud y a la vida en condiciones dignas, lo que justifica la intervención del juez constitucional, toda vez que aunque ha recibido atención con motivo de la afección que presenta, se ha dilatado la práctica del procedimiento quirúrgico recomendado, como viene de verse.

En consecuencia, se concederá el amparo reclamado y se le ordenará a la accionada que, por conducto de su Jefe Seccional, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo proceda a realizar las gestiones necesarias para que el demandante sea efectivamente intervenido, evento que, en todo caso, deberá ejecutarse en un plazo no mayor a veinte (20) días.”

(…)

En efecto, como lo dejan ver las piezas aportadas al asunto, el vehículo del accionante, por petición del mismo, dentro del proceso que adelantó ante el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, fue inmovilizado y dejado en calidad de parqueo en sitio destinado para ello, de propiedad de la sociedad accionada, con el fin de materializar la medida cautelar decretada sobre el mismo (f. 27, 29, 39, 50, 51, 55 57 a 61, 136 a 140, 14 a 146), sin que a la fecha de promoción de la acción de tutela (7 de septiembre de 2016), a riesgo de insistencia, se hubiere dispuesto por parte del mismo despacho judicial comunicación alguna a dicho establecimiento de comercio para que hiciera entrega del vehículo a determinada persona. Ni siquiera con posterioridad ocurrió así, pues los oficios que con tal fin se enviaron, fueron devueltos (f. 202 a 205, 226, c. 1)

Ahora bien, pese a que dentro de la investigación penal se dispuso la devolución del automotor, se repite que la inmovilización finalmente, fue ordenada por el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal,  lo que indica que era menester una decisión en tal sentido por parte de esa dependencia judicial, que fuera puesta en conocimiento del parqueadero.

No empece lo anterior, para que, una vez se tenga la certeza de la notificación a Caliparking Multiser SAS, de la orden de ese despacho judicial para la entrega, pueda el interesado gestionar de nuevo la entrega; así que será en ese nuevo escenario donde se podrán adelantar las gestiones pertinentes para obtenerla, frente a una nueva negativa, entre ellas, por ejemplo, que el funcionario haga valer los poderes que el CGP le ofrece, si es que concluyera que, arbitrariamente, alguna persona se sustrae a las órdenes que imparta válidamente en el proceso o las retrasa (art. 44).  

De frente a este panorama, surge que, no hay de dónde endilgar a dicha entidad, en el estado en  que se asienta la cuestión, la vulneración de derecho alguno por la negativa de entregar el pluricitado rodante, pues a la fecha de la solicitud de entrega (julio de 2016), nada aún había dispuesto el Juzgado Segundo Civil sobre el particular y por tal aspecto ha debido negarse el amparo, tanto más cuando no hay evidencia alguna de la trasgresión del derecho al mínimo vital por el actuar del que se duele el interesado.

A lo anterior, bien puede sumarse el hecho de que como la causa toca con aspectos meramente económicos, se halla suficientemente decantado que no es esta vía la adecuada para desenlazarla, pues se desdibuja la naturaleza de esta acción expedita y sumaria.

Y si bien ello puede soslayarse ante la presencia de un perjuicio irremediable, este se caracteriza por ser inminente y grave, de manera que las medidas que se deban adoptar por vía de tutela sean impostergables para restablecer el derecho, como en múltiples ocasiones lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional , condiciones todas que el actor debe demostrar. Mas, en este evento, ninguna de las circunstancias que podrían dar lugar a ello, están plenamente acreditadas; no basta con hacer una mención de situaciones, sin que existan verdaderos elementos que permitan deducir, razonadamente, la necesidad de que el juez constitucional intervenga para remediarlas.
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Acta N° 332 de junio 23 de 2017
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 28 de abril del presente año por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en la presente acción de tutela promovida por Andrés Stivens Cardona Londoño frente a CALI PARKING MULTISER SAS; Fiscalía 25 Local Gaula Pereira y el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el Juzgado Tercero Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira, Gustavo Adolfo Henao Cortés, Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial y a la Subdirección Seccional Risaralda de Apoyo a la Gestión de la Fiscalía General de La Nación.
ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de los derechos “A LA IGUALDAD, AL TRABAJO, AL DEBIDO PROCESO, A LA PROPIEDAD PRIVADA, …PETICIÓN”, Andrés Stivens Cardona Londoño, en su propio nombre, presentó esta demanda contra CALI PARKING MULTISER SAS, la Fiscalía 25 Local Gaula Pereira y el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, en la que solicita su amparo al encontrarlos vulnerados por parte de los mismos y como consecuencia de ello, se ordene a CALI PARKING MULTISER SAS y la Fiscalía 25 en cita, que en forma inmediata y sin dilación alguna, cumplan lo ordenado por el Juzgado Tercero Penal Municipal; que aquella sociedad responda de fondo los requerimientos hechos mediante derecho de petición y se le ordene realizar la entrega del automotor acorde con lo dispuesto en la Ley 1480 de 2011; que la entidad responsable asuma y cancele el valor total del parqueadero en el cual dejaron el automotor objeto de esta tutela.

Para así pedir, expuso, en síntesis, que el 18 de julio de 2016 el Juzgado Tercero Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira, ordenó la devolución inmediata del vehículo de placas IBT-579 a él como propietario; para materializar la entrega, se dirigió hacia la ciudad de Cali en donde se encuentra inmovilizado en el parqueadero de la entidad Cali Parking Multiser SAS, pero no le fue entregado, por cuanto se le adujo que el automotor fue llevado allí por orden del Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa; que no se podían tomar fotos de su estado actual y que para poder entregarlo se debía pagar la suma de $10’790.000,oo en efectivo, por gastos de parqueadero. 

Agregó que inicialmente el vehículo fue inmovilizado por cuenta de la Fiscalía 16 Local por el delito de extorsión; el 31 de agosto de 2015, ante el Juzgado 2º Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, se solicitó dejar el mismo a disposición de la Fiscalía 25 Local Gaula, previa solicitud de desistimiento de la demanda por él instaurada, en la que se había dispuesto medida cautelar sobre dicho bien, producto de la cual fue inmovilizado, pero se le solicitó explicación del porqué de la solicitud de dejarlo a disposición de esa fiscalía. Adujo que no hay certeza acerca de si la Rama Judicial seccional Cali, tiene convenio con la empresa donde se encuentra el bien, y no le ha dado respuesta a la petición que le elevó, y sin que se entienda el motivo por el cual el vehículo fue dejado a disposición de una entidad particular; que nunca celebró contrato con la misma y según lo prevenido en el inciso 2º del artículo 2417 del Código Civil, no se puede retener una cosa del deudor, sin su consentimiento, excepto en los casos señalados por la ley.
El Juzgado de primera instancia admitió la acción y dispuso la vinculación del Juzgado Tercero Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira y Gustavo Adolfo Henao Cortés; corrió traslado por el término de 3 días y ordenó la práctica de una inspección judicial al expediente ordinario de resolución de contrato que se tramita ante el Juzgado Segundo Civil Municipal  del que se tomaron las piezas procesales conducentes para la resolución del asunto. 
La Juez Tercero Penal Municipal, informó que el 18 de junio de 2016, se llevó a cabo la audiencia de devolución de bienes solicitada por la Fiscalía 25 Gaula Risaralda, en la que se dispuso la entrega del vehículo de placas IBT-579 de propiedad de Andrés Stivens Cardona Londoño. Por su parte la citada Fiscal, dio cuenta de la denuncia presentada por el accionante, en torno a la venta del señalado automotor; se logró su inmovilización el 21 de abril de 2014 y se adelantan las labores investigativas para la ubicación del presunto infractor; para el 11 de marzo de 2016 se solicitó la entrega del vehículo por no ser requerido dentro de la investigación, máxime cuando la víctima adujo que desistió de la demanda ordinaria sobre resolución de contrato de promesa de venta.
Luego de corregirse algunas irregularidades detectadas en esta sede, generadoras de nulidades, la última de ellas referida con auto del 29 de marzo (f. 5 y 6, c. 4), intervino de nuevo el accionante (f. 199 a 201), para dar cuenta de pormenores relacionados con la notificación de la representante  legal de la entidad particular accionada e insistir en que se vulnera el derecho al debido proceso, por las situaciones que pone de presente en su escrito, y aportó copia de respuesta al derecho de petición por parte de la misma.  
La representante legal de Caliparking Multiser SAS, en resumen, precisó que la labor empresarial de la sociedad es de apoyo logístico a la administración de justicia mediante la prestación de servicio de parqueadero o depósito legal de vehículos automotores inmovilizados por orden de autoridad competente; una vez se ingresa el vehículo se da comienzo al registro de los costes legales que se generan, pues el depósito no se concibe como un servicio público gratuito, y su valor final se liquida conforme a la tarifa legal señalada por el Consejo Superior de la Judicatura; no se ha negado la entrega del vehículo de placas IBT-579, solo se han exigido las garantías de pago por parte del peticionario o, en su defecto, por la autoridad respectiva que dispuso la inmovilización; que en ese sentido se dio respuesta al derecho de petición invocado por el demandante, la cual se socializó con la Fiscalía 25 Local Gaula Pereira y el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa, pero no se ha producido comunicación sobre las garantías de pago; que la sociedad se encuentra autorizada para la prestación del servicio que ofrece y ha cumplido con sus obligaciones y deberes bajo los objetivos misionales de rigor; solicitó, por tanto, denegar el amparo o en su defecto, conminar a la autoridad competente responsable de sufragar los costes generados por el depósito del vehículo.
Con esa respuesta, se dispuso vincular al Consejo Superior de la Judicatura “Sala Administrativa” y a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Cali (Valle). Se pronunció la Directora Ejecutiva Seccional en cita para indicar, en esencia, que la inmovilización del vehículo se produjo dentro de una investigación de carácter penal por cuanto de la Fiscalía General de La Nación, que posee autonomía administrativa y presupuestal; que aporta concepto relacionado con el pago de gastos de parqueadero frente al depósito de vehículos; que la acción se torna improcedente y le está prohibido  adquirir obligaciones que están por fuera del ordenamiento legal, y no es esta vía la adecuada para efectuar el reclamo pretendido; por lo tanto, solicitó su desvinculación de este trámite.
Seguidamente, se dispuso citar al asunto a la Subdirección Seccional de Apoyo a la Gestión de la Fiscalía General de La Nación, quien se pronunció sobre los hechos del libelo; precisó que el vehículo fue puesto a disposición de parqueadero autorizado por la Dirección Ejecutiva de la Rama Judicial por orden del Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, pese a que sobre el mismo cursaba investigación penal; que la acción se torna improcedente por la existencia de otros medios de defensa judicial y que, por ello, no deben prosperar las peticiones invocadas.
Sobrevino la decisión de primer grado que dispuso amparar los derechos a la propiedad privada y al mínimo vital que se estimaron lesionados por parte de Caliparking Multiser SAS, y le ordenó hacer entrega del vehículo de propiedad del accionante  sin exigirle pago alguno por concepto de parqueo; a su vez desvinculó a los demás citados al asunto. Para así decidir, en esencia, expuso en tal sentido que como el Juzgado Segundo Civil Municipal con auto del 9 de agosto de 2016, ordenó el levantamiento de la medida de inmovilización del vehículo quedó libre de dicho gravamen y por ello no podía ser retenido por dicha parte accionada.
Esa decisión dejó inconforme a dicha empresa que la impugnó, pues debe tenerse presente su actividad económica, comercial, empresarial e industrial que le da derecho a la retribución que se causó frente al depósito legal del automotor de placas IBT-579, máxime cuando estuvieron involucradas varias entidades judiciales frente a la orden de inmovilización. De igual manera impugnó la Directora Ejecutiva Seccional de Santiago de Cali; sin que sea del caso aludir al contenido de su escrito por lo que líneas siguientes se precisará.
CONSIDERACIONES

Comienza la Sala por señalar que la impugnación  presentada por la Dirección Seccional Ejecutiva de Santiago de Cali (Valle), no puede ser de recibo, ya que la misma fue absuelta de cualquier responsabilidad en primer grado y, por ello, su interés para reprochar el fallo se viene a menos, pues, a nada se le conminó.
Dicho esto, se recuerda que la acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, por la inconformidad que le causa al accionante la negación de la entrega del vehículo de su propiedad, que fuera inmovilizado frente a la denuncia penal y demanda civil que instaurara por causa del ilegal actuar de la persona a quien se lo prometió en venta, el cual fue dejado, por tal motivo, en el establecimiento de comercio de propiedad de la sociedad CALI PARKING MULTISER  SAS, pese a mediar orden para su devolución por parte del Juzgado Tercero Penal Municipal con Función de Control de Garantías de esta ciudad, pues, según la sociedad, carece de una orden de entrega por parte del Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal. Además, porque no encuentra una respuesta de fondo en la que le brindó Cali Parking frente al derecho de petición que elevó.
  



El juzgado, se dijo, amparó  el reclamo elevado frente a los derechos fundamentales a la propiedad privada y al mínimo vital, con soporte en que, levantado el embargo que pesaba sobre el vehículo, debía procederse a la entrega del mismo sin ninguna clase de carga económica por razón del tiempo en el que estuvo parqueado, producto de una medida cautelar en el proceso civil.
  



Lo primero que debe resolverse es si en el caso de la empresa demandada, por tratarse de un particular, procede en su contra la acción de tutela. Sobre ello, se tiene que la misma tiene cabida frente a acciones u omisiones de un sujeto en tal condición, pues así lo prevé el artículo 42 del Decreto Especial 2591 de 1991; mas, para que ello ocurra, debe tratarse de una entidad que preste un servicio público, o respecto de la cual el demandante se halle en un estado de subordinación o indefensión. En el caso concreto, sin mayores ambages, se llega a la conclusión de que por el servicio de parqueo para asuntos judiciales que presta, puede ser sujeto pasivo de la acción de tutela, como lo ha señalado la Corte Constitucional, que dijo: 

  




En el presente caso, el desarrollo y agotamiento de la acción de tutela, nace de la posición del accionado, quien se encarga de la prestación de un servicio público, consistente en las actividades de parqueo y patios.
 
 




Por servicio público se entiende: “...toda actividad dirigida a satisfacer una necesidad de carácter general, en forma continua y obligatoria, según las ordenaciones del derecho público, bien sea que su prestación esté a cargo del Estado directamente o de concesionarios o administradores delegados, o de simples personas privadas...
 
  




En el presente evento, el servicio público consiste en el desarrollo de las actividades de parqueo y patios, prestado por el parqueadero Los Arias, para la satisfacción de necesidades de carácter general, consistentes en el depósito de vehículos particulares y de aquellos que han sido inmovilizados por haber infringido normas de tránsito o por ser requeridos por una autoridad judicial, ya sea con la finalidad de restablecer un derecho o para adelantar las investigaciones necesarias cuando el bien constituye el objeto material de alguna conducta punible, circunstancias frente a las cuales, se requiere de una prestación continua y obligatoria, con miras a hacer efectivo el derecho de acceso a la administración de justicia (artículo 229 de la Constitución).
 
  



 
De suerte que se cumplen los tres postulados básicos para categorizar una actividad como de servicio público, ya que está encaminada a la satisfacción de una necesidad de carácter general, permite el acceso de toda la colectividad a su prestación y es necesaria e indispensable para el desarrollo de la vida en comunidad.

  



En tal orden de ideas, es oportuno indicar que la Sala no comparte la resolución adoptada en primera instancia, pues lo que se concluye del acervo probatorio, es que que sobre el vehículo de que da cuenta esta demanda, recayeron 2 órdenes de inmovilización, una por parte del Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa, y otra por la Fiscalía 25 Gaula, esta última ya levantada en audiencia del 18 de julio de 2016. 

   



Y en lo que atañe a la del Juzgado, con auto del 9 de agosto de 2016, se ordenó igualmente la cancelación de medida con la expedición de los oficios números 1725 y 1726 del día 11 siguiente, remitidos por correo a sus destinatarios, lo que el actor omitió mencionar en esta demanda de tutela, sin que los haya diligenciado personalmente ante las autoridades respectivas para lograr la entrega del vehículo de su propiedad, por lo que se inadvierte la vulneración de sus derechos por parte de los despachos judiciales y de Cali Parking Multiser SAS, que a la fecha de promoción de esta acción constitucional desconocía la cancelación de inmovilización por parte del Juzgado Civil como se le hizo ver, en su momento, cuando solicitó allí la entrega. 
   



Esto no es de poca monta, porque más allá de circunstancias sobrevinientes a la promoción del libelo, no puede dejarse de lado, ni por asomo, la esencial  premisa que toca con el hecho de que la cuestión que se puso a consideración de la judicatura debe analizarse  a la fecha de promoción de la tutela y respecto de los hechos hasta allí anunciados, pues, de lo contrario se desbordaría el alcance del debido proceso y se cercenaría el derecho de defensa de quienes son llamados a responder por pasiva una queja de este tipo. Se hace esta acotación, pues, pese a que la demandada impugnante no se refiere puntualmente a dicho entorno, lo cierto es que lo que enseña el escenario a la época de la demanda, es que no se conocía del levantamiento por parte del Juzgado Civil.
  



En efecto, como lo dejan ver las piezas aportadas al asunto, el vehículo del accionante, por petición del mismo, dentro del proceso que adelantó ante el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal, fue inmovilizado y dejado en calidad de parqueo en sitio destinado para ello, de propiedad de la sociedad accionada, con el fin de materializar la medida cautelar decretada sobre el mismo (f. 27, 29, 39, 50, 51, 55 57 a 61, 136 a 140, 14 a 146), sin que a la fecha de promoción de la acción de tutela (7 de septiembre de 2016), a riesgo de insistencia, se hubiere dispuesto por parte del mismo despacho judicial comunicación alguna a dicho establecimiento de comercio para que hiciera entrega del vehículo a determinada persona. Ni siquiera con posterioridad ocurrió así, pues los oficios que con tal fin se enviaron, fueron devueltos (f. 202 a 205, 226, c. 1)
  



Ahora bien, pese a que dentro de la investigación penal se dispuso la devolución del automotor, se repite que la inmovilización finalmente, fue ordenada por el Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal,  lo que indica que era menester una decisión en tal sentido por parte de esa dependencia judicial, que fuera puesta en conocimiento del parqueadero.





No empece lo anterior, para que, una vez se tenga la certeza de la notificación a Caliparking Multiser SAS, de la orden de ese despacho judicial para la entrega, pueda el interesado gestionar de nuevo la entrega; así que será en ese nuevo escenario donde se podrán adelantar las gestiones pertinentes para obtenerla, frente a una nueva negativa, entre ellas, por ejemplo, que el funcionario haga valer los poderes que el CGP le ofrece, si es que concluyera que, arbitrariamente, alguna persona se sustrae a las órdenes que imparta válidamente en el proceso o las retrasa (art. 44).  

 


  
De frente a este panorama, surge que, no hay de dónde endilgar a dicha entidad, en el estado en  que se asienta la cuestión, la vulneración de derecho alguno por la negativa de entregar el pluricitado rodante, pues a la fecha de la solicitud de entrega (julio de 2016), nada aún había dispuesto el Juzgado Segundo Civil sobre el particular y por tal aspecto ha debido negarse el amparo, tanto más cuando no hay evidencia alguna de la trasgresión del derecho al mínimo vital por el actuar del que se duele el interesado.




A lo anterior, bien puede sumarse el hecho de que como la causa toca con aspectos meramente económicos, se halla suficientemente decantado que no es esta vía la adecuada para desenlazarla, pues se desdibuja la naturaleza de esta acción expedita y sumaria.
   
Y si bien ello puede soslayarse ante la presencia de un perjuicio irremediable, este se caracteriza por ser inminente y grave, de manera que las medidas que se deban adoptar por vía de tutela sean impostergables para restablecer el derecho, como en múltiples ocasiones lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional
, condiciones todas que el actor debe demostrar. Mas, en este evento, ninguna de las circunstancias que podrían dar lugar a ello, están plenamente acreditadas; no basta con hacer una mención de situaciones, sin que existan verdaderos elementos que permitan deducir, razonadamente, la necesidad de que el juez constitucional intervenga para remediarlas.

En conclusión, se revocará la sentencia que se revisa, para en su lugar, negar el amparo impetrado.
DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA los ordinales primero y segundo de la sentencia dictada el 28 de abril del presente año por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en la presente acción de tutela promovida por Andrés Stivens Cardona Londoño frente a CALI PARKING MULTISER SAS.
En su lugar, se NIEGA el amparo impetrado frente a esta entidad.
   



En lo demás, se CONFIRMA. 





Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

DUBERNEY GRISALES HERRERA   

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sentencia T-1000 de 2001


� Tómense como ejemplos las sentencias T-287/08, T-660/16
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